Residuos peligrosos

Le ley 24051 de Residuos Peligrosos se sancionó el 17 de diciembre de 1991. Algunos de sus aspectos han sido criticables, aún cuando el propósito que guió al legislador fue bienintencionado.
El Art.1 establece la jurisdicción federal, tanto en lo relativo a los territorios sometidos a jurisdicción nacional (capital federal) como también aquellos destinados al transporte interprovincial, cuando los residuos puedan afectar a las personas o agentes fuera de la frontera provincial.

Esta disposición trata de aplicar la llamada “cláusula comercial” de la Constitución Nacional, según la cual los aspectos relativos al comercio interprovincial e internacional son de  jurisdicción federal.

El Art.2 define lo que es residuo peligroso. Se trata de una definición extremadamente amplia con la cual, prácticamente, se puede decir que toda sustancia es peligrosa. El criterio de las leyes extranjeras ha sido definir una lista amplia pero no tan extensa que impida la realización de las tareas de control y policía.

Como residuo peligroso es lo que la ley define como tal, resulta que todo es peligroso y la ley puede tornarse incumplible por razón de su amplitud.

La prohibición de importar residuos es lo mas afortunado, teniendo la oportunidad de ser aplicado tanto por el Poder Ejecutivo como por la Administración General de Aduanas, rechazándose importaciones con auténticos elementos venenosos o simple basura.
La ley también establece el Registro Nacional de Generadores y Operadores de Residuos Peligrosos, en el que deben inscribirse todos los que intervienen en el tema: responsables de generación, transporte, tratamiento y disposición final; tras lo cual, cumplidos los requisitos, la autoridad expide el Certificado Ambiental, con el que se obtiene la aprobación oficial de toda actividad que se proponga en la materia. Sin este certificado no se habilitan industrias.

Se crea también el Manifiesto, en el que se hacen constar todos los pasos que se den al tratamiento y transporte de los residuos. La inscripción del generador en el registro implica llenar una exhaustiva nómina de requisitos establecidos por la ley, tendientes a identificar al productor y a su mercadería.

También deben inscribirse los transportistas con igual amplitud de detalles para permitir su inspección. Su actividad es la de llevar sustancias a las plantas de tratamiento y disposición final. A estos también se le exige una declaración jurada de notable amplitud, que alcanza al plan de cierre y restauración del área, y a un estudio de impacto ambiental cuando se trate de una planta de disposición final. También se tienen en cuenta las condiciones del suelo, tanto para generadores cuanto para operadores.

La ley prevé infracciones y sanciones que van desde el apercibimiento, multa, suspensión del registro (consecuentemente con la actividad) y cancelación, hasta el cese definitivo. Se aplica, además, el Art.200 del Código Penal a quien utilice los residuos en el caso del tipo penal de aquella figura.

La imprudencia y negligencia tienen tipo especial y pena de prisión. En el caso de personas jurídicas, se prevé la aplicación de la pena a sus directivos sin perjuicios de otras responsabilidades penales particulares.
La Autoridad de Aplicación fue encomendada a la Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano, en cuyo seno se constituye la Comisión de Residuos Peligrosos, integrada por todas las dependencias que tienen competencia vinculada: defensa, economía, obras y servicios públicos, salud y acción social. También está compuesta por un consejo consultivo integrado por universidades y diversas asociaciones.

La ley cuenta con dos anexos, uno dedicado a las categorías sometidas a control y otro a la lista de características peligrosas.

La ley presenta también un aspecto inteligente, ya que aquel dirigente, director, síndico o socio que haya participado en alguna de las empresas sancionadas, no puede ejercer ningún cargo en empresa del mismo rubro. Esto impide el cambio de razón social para continuar en la actividad.

La ley también contempla que el transportista es responsable de todo daño ocasionado por el transporte d la sustancia tóxica.

Residuos radiactivos

Se trata de uno de los residuos que, en el mundo moderno, constituyen un problema de difícil solución.

Son considerados tales tanto los isótopos (no los de Springfield) como los elementos que han estado expuestos a contaminación radiactiva durante el proceso de producción o utilización del combustible nuclear, como por una exposición a las radiaciones durante tal proceso. 
No se puede incluir en tal definición a los combustibles nucleares cuando se los destina a fines industriales, comerciales, médicos o científicos.

ECO RIO '92

LA TIERRA DESPUÉS DE LA CUMBRE
Durante dos semanas, todo el planeta estuvo pendiente de lo que se hablaba en Río de Janeiro, sede de la II Conferencia de las Naciones Unidas para el medio Ambiente y el Desarrollo. Concentrar el interés mundial en los valores de la ecología fue su principal logro, aunque se esperaba bastante más que eso. El protagonismo de los Estados Unidos y el papel de la Argentina. Los documentos que se firmaron. La presencia de CEAMSE. Entretelones de los esfuerzos para salvar a la Tierra.

Más de 100 jefes de Estado (desde el presidente de los Estados Unidos, George Bush, hasta dictadores como Mobutu Sesse Seko de Zaire); 3.500 Organizaciones No Gubernamentales, con representantes de naciones desarrolladas y exponentes del pensamiento de los países del Tercer Mundo; 30 mil visitantes que por quince días invadieron una de las ciudades más bellas y misteriosas del mundo; y un dispositivo de seguridad que llegó a emplear a más de 15 mil uniformados en sus momentos "pico", fueron el marco para la II Conferencia para el Medio Ambiente y Desarrollo organizada por Naciones Unidas en Río de Janeiro entre el 1 y el 14 de junio pasado.

Un balance preliminar de la llamada Cumbre de la Tierra arroja un saldo neutral entre las expectativas y los hechos concretos: por un lado la sola realización de la cumbre puso a la ecología como el tema político de mayor interés mundial, por lo menos durante las dos semanas que duró el evento; por el otro, quedaron cinco documentos firmados (Agenda 21; Declaración de Río; Declaración sobre Fauna y Flora; Convención sobre Diversidad Biológica de Especies; y Convención sobre Alteraciones Climáticas) como testimonio de una puja de poder entre los países más industrializados del mundo -a la vez, los que provocan el mayor grado de  contaminación- y los países pobres que reclaman mayores fondos para la preservación de sus valiosos espacios naturales.
Un análisis posterior a la Cumbre permite ver cómo la posición de los Estados Unidos fue decisiva a la hora de los resultados concretos. Los ejemplos más claros san el texto de la Convención sobre Alteraciones Climáticas y la creación de un fondo común para financiar proyectos de conservación en el Tercer Mundo. En el primer caso, la posición norteamericana llevó al fracaso al intento de fijar metas específicas para reducir la emisión de gases en el medio ambiente, causa principal del llamado "efecto invernadero " o "efecto estufa", que provoca el calentamiento paulatino de la tierra. Se trataba de lograr que desde Río de Janeiro surgiera un compromiso de mantener en el año 2000 los mismos niveles de emisión de gases de 1990, lo que permitiría frenar la escalada del "efecto invernadero ", pero fracasó porque los Estados Unidos se mostró reacio a contradecir a su sector industrial afectado por la recesión.

¿Quién paga?

El otro punto clave era saber quién se haría cargo de pagar los proyectos de conservación en el Tercer Mundo. Si bien la cifra ideal estimada por los analistas era de 700 mil millones de dólares en la próxima década, tras la ECO 92 sólo quedó el compromiso de crear un fondo de financiamiento por 150 mil millones de dólares. Pero este "cash" no estará disponible en el corto plazo y el texto no fija metas concretas de tiempo para su conformación. Aquí también la posición ambigua fue obra del "lobby norteamericano", ya que la Comunidad de Países Europeos llevaba para su aprobación una propuesta para aportar fondos en los próximos seis meses. Finalmente, luego de múltiples discusiones, se acordó que los 150 mil millones de dólares serán administrados temporariamente por la General Envieromental Facility (GEF), dependiente del Banco Mundial, hasta tanto quede establecido un fondo definitivo.
En este punto también se radicalizaron las posiciones entre los países pobres y los países ricos, ya que los primeros reclamaban poder hacer uso de esos fondos para sus propios proyectos y sin depender de la aprobación de los países industrializados. También quedó anulada una propuesta del Grupo de los 77 para gravar con un impuesto de un dólar por cada barril de petróleo extraído; en este caso los países árabes impusieron su criterio.

Polémica

El punto que creó las mayores polémicas, o que por lo menos generó la atención periodística durante los 15 días que duró la Cumbre, fue el Tratado sobre "Biodiversidad" o "Diversidad Biológica". La discusión central estuvo motivada por la disposición que plantea que el acceso a las especies animales o vegetales solamente puede ser autorizado por aquellos países que las acogen mediante compensaciones financieras o a través de transferencia de biotecnología. Estados Unidos se negó a firmar el tratado y su decisión provocó serios conflictos entre este país y sus tradicionales aliados de la Comunidad Económica Europea y Japón.
Los motivos de Bush para no cambiar su postura frente al Convenio de Biodiversidad obedece a dos razones bien claras: la primera, que el documento cuestiona el patentamiento y la propiedad industrial de tecnología creados a partir de bancos genéticos y especies que se encuentran mayoritariamente en los países del Tercer Mundo. Estos últimos, claro, defienden su posición alegando el derecho a explotar sus propios recursos naturales con vistas a su desarrollo económico o bien reclaman, como alternativa, ayuda financiera y tecnológica de los países ricos para encarar su preservación.
Y aquí estriba la segunda razón por la que Estados Unidos no firmó el Convenio. Según Bush (basándose en cifras de la ONU), e14,5 por ciento del producto nacional de los Estados Unidos proviene de la industrialización de especies silvestres. Teniendo en cuenta esta cifra es que decidió no poner en peligro la economía de su país, más si se tiene en cuenta que Bush se encontraba en plena carrera proselitista.
Así fue como el Convenio sobre Biodiversidad puso sobre el tapete los principales problemas de la ecología mundial y la postura de los países que participaron de la ECO `92, aunque los resultados hayan sido menores a los esperados.
Los otros tres tratados suscriptos en Río no alcanzaron a superar la barrera de lo "formal", y sus resultados no podrán observarse en el corto plazo. Agenda 21, Declaración de Río y Declaración sobre Bosques fueron los tres documentos que completan el balance de la ECO'92, y aunque todos están orientados a lograr el objetivo propuesto en la Cumbre, en algunos casos ni siquiera tienen la fuerza de un convenio o tratado, sino solamente de un "acuerdo" entre naciones.
Es el caso de Agenda 21, un documento de 900 páginas donde se explica una serie de acciones concretas a seguir, adoptadas por los gobiernos, agencias de desarrollo, instituciones de las Naciones Unidas y sectores independientes en grandes áreas que afectan a la economía y el medio ambiente. Allí se pueden leer propuestas tales como: que todas las naciones deberían utilizar más racionalmente los escasos recursos naturales; que los gobiernos deberían introducir consideraciones ambientales al momento de tomar decisiones políticas, sea cual sea la naturaleza de las mismas; y la idea de promover el uso eficiente de la energía.
Aspiraciones

La Declaración de Río es el cuarto documento que sintetiza las aspiraciones de las naciones que concurrieron a ECO `92. Aquí se trata de un conjunto de 27 principios delineando los derechos y las responsabilidades de los países con respecto al medio ambiente. Este texto no sufrió modificaciones en Río de Janeiro y se mantuvo el original redactado antes de la reunión, en los encuentros previos.
Por último, la Declaración sobre Bosques constituyó el quinto documento firmado en Río de Janeiro, aunque en este caso se trata solo de una declaración que no tiene fuerza jurídica obligatoria y que apenas enuncia principios destinados a obtener un consenso mundial sobre el ordenamiento, la conservación y el desarrollo sustentable de los bosques.
La idea original no era ésta, sino efectuar una convención sobre Bosques, donde se definieran las medidas necesarias para evitar su degradación y la responsabilidad de los países por su preservación.
Pero nuevamente las divergencias presentadas por Estados Unidos y Malasia redujeron estas pretensiones a un objetivo más ambiguo, es decir, una sencilla declaración.
En el documento, los países aceptaron considerar la necesidad y la viabilidad de todos los tipos adecuados de mecanismos internacionales para promover la cooperación internacional en el manejo, conservación y desarrollo de todos los tipos de bosque.
El papel de la Argentina

Ratificando una vez más su compromiso para con el tema ecológico, el presidente Carlos Menem efectuó una propuesta ``sorpresa" a la Organización de las Naciones Unidas: ofreció la instalación de un centro de investigación en Ushuaia para el estudio y la protección del continente Antártico. En otro punto central del discurso presidencial fue el anuncio de la creación de una reserva de biosfera de 200.000 hectáreas en el bosque subtropical de Misiones.
La síntesis del discurso presidencial está resumida en el concepto de que Ecología y Desarrollo no constituyen políticas antagónicas. "Sólo una adecuada ecuación de ambos valores puede ofrecer perspectivas estables ", dijo el Presidente ante la Asamblea de los jefes de Estado.
El presidente Menem puntualizó también una línea argumental de los países del Tercer Mundo: "sólo cuando se alcanzan ciertos umbrales de satisfacción de las necesidades básicas, es posible plantearse la preservación del medio ambiente. Sabemos que la pobreza como la riqueza conducen a prácticas y hábitos de vida insustentables que agotan los recursos naturales y comprometen a las generaciones futuras", dijo.

Al igual que la secretaria de Medio Ambiente, María Julia Alsogaray, el Presidente se pronunció enérgicamente en contra de las políticas proteccionistas y de subsidios de los países industrializados (en especial de los integrantes de la Comunidad Económica Europea). En uno de los párrafos de su discurso que mayor énfasis puso, Menem sostuvo que "la economía de mercado -pilar de su política económica interna- tiene mecanismos eficaces para estimular conductas ambientales racionales y desalentar aquellas que la investigación científica califica como nocivas, pero por si solos son insuficientes. Los subsidios no solamente desnaturalizan la producción y distorsionan las condiciones de los mercados, sino que además tienden a convalidar prácticas depredatorias en los recursos naturales". Como solución de fondo para los países subdesarrollados, la secretaría de Medio Ambiente había propuesto que los industriales de países como la Argentina deben comenzar a tener como costo fijo la concreción de mecanismos que traigan implícita la preservación de los recursos naturales. De esta manera el progreso y la ecología no se chocarían entre sí, y la protección de suelos, ríos y personas estaría asegurada.
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